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11. Promover la prevención, la participación cívica y la cultura de la legalidad en la 
ciudadanía, en el marco de la Convivencia y Seguridad Ciudadana.

12. Realizar seguimiento y evaluación a la implementación de las líneas de política 
y acciones de la Política Marco de Convivencia y Seguridad Ciudadana.

13. Darse su propio reglamento.
14. Las demás que el Presidente de la República determine y que guarden relación 

con la naturaleza y objeto del Consejo.
Artículo 2.2.8.2.19. Sesiones del Consejo Nacional de Seguridad y Convivencia 

Ciudadana. Consejo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana sesionará de manera 
ordinaria cada seis (6) meses, y de manera extraordinaria, cuando las circunstancias lo 
ameriten, previa convocatoria realizada por la Secretaría Técnica, a solicitud del Presidente 
de la República, o del Ministerio del Interior, del Ministerio de Defensa Nacional, y/o del 
Consejero Presidencial para la Seguridad Nacional.

Artículo 2.2.8.2.20. Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana. La Secretaría Técnica del Consejo estará a cargo de los 
Ministerios de Interior y de Defensa Nacional. Contará con el soporte técnico de la Policía 
Nacional, a través de las dependencias competentes.

Artículo 2.2.8.2.21. Funciones de la Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica será 
la encargada de:

1. Convocar y preparar la agenda de las sesiones del Consejo.
2. Proponer al Consejo las líneas de política y temáticas.
3. Preparar los documentos necesarios para el funcionamiento del Consejo.
4. Realizar junto con el Departamento Nacional de Planeación, seguimiento, 

evaluación y control de las líneas de política, así como de las decisiones, medidas y 
compromisos que en el marco de las sesiones del Consejo se adopten, de lo que deberán 
presentar un informe semestral a esa instancia.

5. Coordinar la consecución de los insumos necesarios de la mesa técnica de apoyo.
6. Levantar, documentar y custodiar las actas de las sesiones del Consejo.
7. Las demás que le asigne el Presidente de la República o el Consejo.
Artículo 2.2.8.2.22. Mesa Técnica de Apoyo. Créase la Mesa Técnica de Apoyo 

como una instancia del Consejo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, que se 
encargará de hacer recomendaciones técnicas, en el marco de la ejecución de la Política, 
así como de apoyar a este cuerpo con estudios, e informes que se le soliciten a través de 
la secretaría del mismo.

La Mesa Técnica con un carácter interdisciplinario, prestará apoyo permanente 
al Consejo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, y estará integrada por 
un gobernador delegado por la Federación Nacional de Departamentos; un alcalde 
delegado por la Asociación de Ciudades Capitales; un alcalde delegado por la Federación 
Colombiana de Municipios.

Parágrafo. Las funciones, sesiones y actividades a realizar, serán dispuestas en el 
reglamento del Consejo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana.

Artículo 2.2.8.2.23. Ámbitos de coordinación y complementariedad. El Consejo 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana actuará de forma coordinada y 
complementaria con las demás instancias, consejos y comités relacionados con el 
desarrollo de la Política Marco de Convivencia y Seguridad Ciudadana.

Artículo 2°. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de su fecha de publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 16 de junio de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacios Martínez.
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Wilson Ruiz Orejuela.
El Ministro de Defensa Nacional,

Diego Andrés Molano Aponte.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.
La Ministra de Educación Nacional,

María Victoria Angulo González.
El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Carlos Eduardo Correa Escaf.
El Director del Departamento Nacional de Planeación,

Luis Alberto Rodríguez Ospino.
El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Víctor Muñoz.

DECRETO NÚMERO 648 DE 2021

(junio 16)

por el cual se reglamenta la homologación y/o equivalencia de los requisitos de estudio, 
conocimientos y experiencia de los abogados defensores de que trata el artículo 3° de la 
Ley 1698 de 2013, y se adiciona el Decreto 1070 de 2015 “por el cual se expide el Decreto 

Único Reglamentario del Sector Administrativo de Defensa.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 
y legales, en especial la que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, el artículo 3° de la Ley 1698 de 2013, el artículo 115 de la Ley 1957 de 2019, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley 1698 de 2013 creó y organizó el Sistema de Defensa Técnica y 
Especializada de los Miembros de la Fuerza Pública como “(...)un conjunto de políticas, 
estrategias, programas, medidas preventivas y herramientas jurídicas, técnicas, financieras 
y administrativas orientadas a garantizar a favor de los miembros de la Fuerza Pública 
que así lo soliciten, el derecho a la defensa y una adecuada representación en instancia 
disciplinaria e instancia penal ordinaria y especial en el orden nacional, internacional y 
de terceros estados por excepción, y con ello el acceso efectivo a la Administración de 
Justicia”.

Que el artículo 3° de la Ley 1698 de 2013 estableció los principios que rigen el Sistema 
de Defensa Técnica y Especializada de los Miembros de la Fuerza Pública, donde estableció 
entre otros el Principio de Especialidad, el cual señala que “(... ) los defensores vinculados 
al Sistema de Defensoría Técnica deberán tener .estudios en grado de especialización o 
maestría en derecho disciplinario, penal o procesal penal y experiencia en litigio penal o 
en disciplinario, así como conocimientos en derecho operacional o derechos humanos y 
Derecho Internacional Humanitario”.

Que el Gobierno nacional en ejercicio de las facultades extraordinarias que le 
confirió el artículo 2° del Acto Legislativo 01 de 2016 “Por medio del cual se establecen 
instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y desarrollo normativo 
del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable 
y duradera”, expidió el Decreto Ley 775 de 2017, facultando al Sistema de Defensa 
Técnica y Especializada de los Miembros de la Fuerza Pública, financiado por el Fondo de 
Defensa Técnica Especializada (Fondetec) “(...)a prestar el servicio de defensa técnica a 
los miembros activos o retirados de la Fuerza Pública ante el Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición, por conductas penales o disciplinarias que hayan 
tenido lugar por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto 
armado interno.”.

Que el Decreto 1166 de 2018 compilado en el Decreto 1069 de 2015, “Por medio 
del cual se expide el Decreto Reglamentario Único del Sector Justicia y del Derecho”, 
reglamentó el Sistema Autónomo de Asesoría y Defensa (SAAD), el cual tiene “(... )por 
finalidad la prestación de un servicio gratuito de defensa jurídica, asistencia, asesoría 
y representación legal, respecto de los trámites y actuaciones previstos en la Ley 1820 
de 2016 y de todos aquellos que sean de conocimiento de los diversos componentes del 
Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición -SIVJRNR, en especial 
ante la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP)(... )”, indicando que los miembros de la 
Fuerza Pública, podrán acudir, entre otros, al Fondo de Defensa Técnica - Fondetec.

Que la Ley 1957 de 2019 “Estatutaria de la Administración de Justicia en la Jurisdicción 
Especial para la Paz”, en virtud del Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, 
señaló en el artículo 115, que “(... ) el Estado ofrecerá un sistema de asesoría y defensa 
gratuita para los destinatarios de esta ley que demuestren carecer de recursos suficientes 
para una defensa idónea, respecto a los trámites y actuaciones previstas en ella, sistema 
que será integrado por abogados defensores debidamente cualificados y con capacidad 
de asistencia legal especializada y culturalmente pertinente en los casos requeridos.”, 
adicionando que los miembros de la Fuerza Pública podrán acudir a los servicios ofrecidos 
por el Fondo de Defensa Técnica y Especializada del Ministerio de Defensa (Fondetec), 
así como a miembros de la Fuerza Pública profesionales en derecho y facultó al Gobierno 
nacional para reglamentar la homologación y/o equivalencia de los requisitos de estudio, 
conocimientos y experiencia de los abogados defensores de que trata el artículo 3° de la 
Ley 1698 de 2013.

Que en consecuencia es necesario reglamentar y establecer la homologación y/o 
equivalencia de los requisitos de estudio, conocimientos y experiencia de los abogados 
defensores de que trata el artículo 3° de la Ley 1698 de 2013, adicionando la Sección 6 al 
Capítulo 2, del Título 1, de la Parte 2, del Libro 2 del Decreto 1070 de 2015 “Por el cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Defensa”.

DECRETA:

Artículo 1°. Adicionar la Sección 6 al Capítulo 2, del Título 1, de la Parte 2, del Libro 
2 del Decreto 1070 de 2015 “Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Administrativo de Defensa”, el cual quedará de la siguiente manera:
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SECCIÓN 6.
HOMOLOGACIÓN Y/O EQUIVALENCIA DE LOS REQUISITOS DE 

ESTUDIO, CONOCIMIENTOS Y EXPERIENCIA DE LOS ABOGADOS 
DEFENSORES

Artículo 2.2.1.2.6.1. Requisitos de los Abogados Defensores. Los requisitos de 
estudio y experiencia que se fijan en la presente Sección para los abogados defensores de 
que trata el artículo 3° de la Ley 1698 de 2013, servirán de base para que Fondetec elabore 
sus lineamientos generales para contratistas.

Artículo 2.2.1.2.6.2. Factores para la determinación de los Requisitos. Los factores 
que se tendrán en cuenta para determinar los requisitos de los abogados defensores de 
Fondetec, serán:

1. Los estudios, que serán la educación formal y la educación superior.
2. La experiencia, que podrá ser profesional y/o relacionada.
Artículo 2.2.1.2.6.3. Estudios. Son los conocimientos académicos adquiridos y 

certificados por instituciones públicas o privadas, debidamente reconocidas por el Gobierno 
nacional, correspondientes a la educación superior en los programas de pregrado en la 
modalidad de formación profesional, y en programas de postgrado en las modalidades de 
especialización, maestría, doctorado y posdoctorado.

Artículo 2.2.1.2.6.4. Certificación de la Experiencia. La experiencia se acreditará 
mediante la presentación de constancias escritas, expedidas por la autoridad competente 
de las respectivas instituciones oficiales o privadas.

Las certificaciones de experiencia deberán contener como mínimo, los siguientes 
datos: 

1. Nombre o razón social de la entidad o empresa.
2. Tiempo de servicio.
3. Funciones u obligaciones contractuales desempeñadas.
Parágrafo. Cuando la persona haya asesorado en el mismo período a una o varias 

instituciones, el tiempo de experiencia se contabilizará por una sola vez.
Artículo 2.2.1.2.6.5. Definiciones. Para efectos de interpretación y aplicación de la 

presente Sección, se considerarán las siguientes definiciones:
1. EDUCACIÓN FORMAL: Es aquella que se imparte en establecimientos 

educativos aprobados, en una secuencia regular de ciclos lectivos, con sujeción a pautas 
curriculares progresivas, y conducente a grados y títulos.

2. EDUCACIÓN SUPERIOR: Es un proceso permanente que posibilita el 
desarrollo de las potencialidades del ser humano de una manera integral, se realiza con 
posterioridad a la educación media o secundaria y tiene por objeto el pleno desarrollo de 
los alumnos y su formación académica o profesional.

3. EXPERIENCIA: Se entiende por experiencia los conocimientos, las habilidades 
y las destrezas adquiridas o desarrolladas mediante el ejercicio de una profesión, arte u 
oficio.

4. EXPERIENCIA RELACIONADA: Es la adquirida a partir del grado 
profesional y en el ejercicio de empleos actividades que tengan funciones similares a las 
del objeto contractual de abogado defensor, es decir, litigio en las materias objeto de la 
labor que asumirá, penal y/o disciplinario.

Artículo 2.2.1.2.6.6. Requisitos Mínimos de los Abogados Defensores. Se tendrán en 
cuenta los siguientes parámetros:

1. Defensor Técnico Especializado: Título de abogado, título de posgrado en el nivel 
educativo de especialización y/o Maestría, y cinco (5) años de experiencia relacionada.

2. Defensor Técnico: Título de abogado, título de posgrado en el nivel educativo de 
especialización y/o Maestría, y tres (3) años de experiencia relacionada.

Parágrafo 1°. En todo caso, y de conformidad con el principio de “Especialidad” 
incluido en la Ley 1698 de 2013, los abogados defensores deberán tener estudios en grado 
de especialización o maestría en derecho disciplinario, penal o procesal penal y experiencia 
en litigio penal o en disciplinario, así como conocimientos en derecho operacional o 
derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario.

Parágrafo 2°. El título profesional de abogado exigido para el objeto contractual 
de abogado defensor, deberá ser de conformidad con la normatividad que el Gobierno 
nacional expida al respecto.

Artículo 2.2.1.2.6.7. Equivalencias entre Estudios y Experiencias. Las equivalencias 
generales de los requisitos de los abogados defensores de Fondetec, se harán con sujeción 
a los siguientes parámetros:

1. El título de posgrado en el nivel educativo de maestría por:
• Cuatro (4) años adicionales a los señalados en el artículo 2.2.1.2.6.6. de 

experiencia relacionada.
• Título profesional adicional al exigido, y dos (2) años adicionales a los señalados 

en el artículo 2.2.1.2.6.6. de experiencia relacionada.
2. El título de posgrado en el nivel educativo de especialización por:
• Dos (2) años adicionales a los señalados en el artículo 2.2.1.2.6.6. de experiencia 

relacionada.

• Título profesional adicional al exigido, y un (1) año adicional a los señalados en 
el artículo 2.2.1.2.6.6. de experiencia relacionada.

Parágrafo. La equivalencia establecida para la experiencia relacionada, podrá aplicarse 
solo por una vez, es decir, no podrá ser acumulativa con varios títulos de posgrado.

Artículo 2.2.1.2.6.7. Requisitos ya Acreditados. Para todos los efectos legales, y a 
la fecha de entrada en vigencia del presente Decreto, a los actuales abogados defensores 
contratistas de Fondetec, no les serán exigibles requisitos distintos a los acreditados al 
momento en que suscribió el contrato de prestación de servicios, ni los establecidos en la 
presente Sección mientras se ejecute el contrato.”.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir de su publicación 
y deroga las normas que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 16 de junio de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Defensa Nacional,

Diego Andrés Molano Aponte.

Ministerio de salud  
y Protección social

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0000810 DE 2021

(junio 16)
por la cual se establece el reglamento técnico sobre los requisitos de etiquetado nutricional 
y frontal que deben cumplir los alimentos envasados o empacados para consumo humano.

El Ministro de Salud y Protección Social, en ejercicio de sus atribuciones legales, 
especialmente de las conferidas por los artículos 267 de la Ley 09 de 1979, 10 de la Ley 
1355 de 2009, y 2 numerales 4, 7 y 30 del Decreto-ley 4107 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 78 de la Constitución Política dispone que “(…) Serán responsables, de 

acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, 
atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovechamiento a consumidores y 
usuarios”.

Que el acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) de la Organización 
Mundial del Comercio, al cual adhirió Colombia a través de la Ley 170 de 1994, así 
como la Decisión 419 de la Comisión de la Comunidad Andina (CAN), establecen que 
los países tienen derecho a adoptar las medidas necesarias para asegurar la calidad de sus 
exportaciones, o para la protección de la salud y la vida de las personas, para la protección 
del medio ambiente, o para la prevención de prácticas que pueden inducir a error, para 
lo cual, según lo allí establecido, pueden adoptar reglamentos técnicos que incluyan 
prescripciones en materia de terminología, símbolos, embalaje, marcado o etiquetado, 
aplicables a productos.

Que la Decisión 562 de la Comisión de la Comunidad Andina (CAN) contempla las 
directrices para la elaboración, adopción y aplicación de reglamentos técnicos en los países 
miembros de la Comunidad Andina y en el nivel comunitario, estableciendo en el artículo 
4° que el reglamento técnico “es un documento adoptado para hacer frente a problemas o 
amenazas de problemas que pudieran afectar la seguridad, sanidad, protección del medio 
ambiente o seguridad nacional”; y la Decisión 506 de 2001 expedida por la CAN decidió 
sobre el reconocimiento y aceptación de certificados de productos a ser comercializados 
en la Comunidad Andina.

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 28 de la Decisión Andina 850 
de 2019, los reglamentos técnicos se establecen para garantizar, entre otros, los siguientes 
objetivos legítimos: los imperativos de la seguridad nacional, la protección de la salud o 
seguridad humana, de la vida, la salud animal o vegetal, el medio ambiente y la prevención 
de prácticas que puedan inducir a error a los consumidores.

Que la Ley 1480 de 2011 expide el Estatuto del Consumidor y dicta otras disposiciones, 
en la cual se define como productor “Quien, de manera habitual, directa o indirecta, 
diseñe, produzca, fabrique, ensamble o importe productos. También se reputa productor, 
quien diseñe, produzca, fabrique, ensamble, o importe productos sujetos a reglamento 
técnico o medida sanitaria y fitosanitaria” y además se señala en el artículo 6° sobre 
calidad, idoneidad y seguridad de los productos que “Todo productor debe asegurar la 
idoneidad y seguridad de los bienes y servicios que ofrezca o ponga en el mercado, así 
como la calidad ofrecida. En ningún caso estas podrán ser inferiores o contravenir lo 
previsto en reglamentos técnicos y medidas sanitarias o fitosanitarias”.

Que el Decreto número 1074 de 2015, Único Reglamentario del Sector Comercio, 
Industria y Turismo define los lineamientos técnicos para adoptar buenas prácticas de 
reglamentación técnica y en el Capítulo VII, Sección 5 del Capítulo 7 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 dictan normas relativas al Subsistema Nacional de la Calidad, con 
énfasis en los procedimientos de reglamentación necesarios para la expedición de las 
normas nacionales.
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